


© Universidad Sergio Arboleda
Editores
© Fabio Sánchez, Nicolás Liendo
Autores
© Sergio Ángel, Rodrigo Losada, 
José Rivas, Diego Martínez, 
Patricia Muñoz, Marcela Valencia, 
Fabio Sánchez, Clara Acosta,
Catherine Ortíz, César Niño,
Mario Aller, Jaime Ariza, 
Alejandro Cardozo
Asistente Editorial
Camilo González
ISBN: 978-958-5511-97-2 (.pdf)
doi: https://doi.org/10.22518/
book/9789585511972
Primera edición: agosto de 2020
Fondo de Publicaciones de la
Universidad Sergio Arboleda

Diseño y diagramación: 
Maruja Esther Flórez Jiménez
Fotografía de la Portada: 
Salón Libertador Simón Bolívar. 
Créditos: Fotos Institucionales, 
Organización de Estados Americanos 
(OEA) Washington D.C.
http://www.oas.org/OASpage/Photos/
photo_institutional/MNBSBolivar.jpg
Universidad Sergio Arboleda
Calle 74 No. 14-14. 
Teléfono: (571) 325 7500 ext. 2131/2260
www.usergioarboleda.edu.co
Bogotá, D.C.
Impresión: 
DGP Editores.
Bogotá, D.C.

Esta licencia permite descargar y compartir las obras publicadas 
en este libro, sin modificaciones ni uso comercial.

Licencia de uso: 

MANUAL DE CIENCIA POLÍTICA Y RELACIONES INTERNACIONALES

El contenido del libro no representa la opinión de la Universidad Sergio Arboleda y 
es responsabilidad del autor.

Manual de Ciencia Política y Relaciones Internacionales / Editores Fabio 
Sánchez y Nicolás Liendo; autores Sergio Ángel … [et al.] – Bogotá: Universidad 
Sergio Arboleda, 2020.
305 p. 
ISBN: 978-958-5511-97-2 (.pdf )

1.	CIENCIAS POLÍTICAS - MANUALES 2. RELACIONES INTERNACIONALES 
– MANUALES I. Ángel, Sergio II. Sánchez, Fabio, comp. III. Liendo, 
Nicolás, comp. IV. Título
320 ed. 22

https://doi.org/10.22518/book/9789585511972
https://doi.org/10.22518/book/9789585511972
http://www.oas.org/OASpage/Photos/photo_institutional/MNBSBolivar.jpg
http://www.oas.org/OASpage/Photos/photo_institutional/MNBSBolivar.jpg


71

Capítulo III

INTRODUCCIÓN 
A LA ECONOMÍA POLÍTICA

Diego Martínez* 

Introducción 

Este capítulo pretende ser solo una breve introducción 
a la Economía Política. Para ello, el capítulo se propone 
dos objetivos. Primero, contextualizar históricamente el 
significado del concepto “economía política” y, con ello, 
analizar cómo éste ha variado a lo largo del tiempo. Se-
gundo, reflexionar sobre el solapamiento que existe entre 
economía y política, una preocupación constante entre los 
investigadores de ambas disciplinas. 

El capítulo está estructurado de la siguiente forma. En 
primer lugar, se presenta un bosquejo de la división que 
surge en el siglo XVI entre política y economía, y cómo 
dicha división sienta las bases de lo que hoy se entiende por 
economía política. En segundo lugar, el capítulo introdu-
ce tres temáticas comunes entre los economistas políticos: 
una primera, de naturaleza normativa, que indaga sobre 
el rol del Estado y sus límites en la esfera económica, ha-
ciendo hincapié en las teorías liberales y en sus contradic-
tores. Una segunda temática, de carácter positivo, indaga 
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sobre los efectos que tiene el desarrollo económico sobre la legitimidad, la 
disidencia política y la democracia. Finalmente, se aborda un último punto 
que se enmarca dentro de la epistemología de la ciencia política, particular-
mente la influencia que tienen las teorías económicas de la elección racional 
en el entendimiento del campo electoral. 

Este capítulo deja de lado un gran abanico de cuestiones importantes que 
suelen abordarse en los cursos de economía política, entre ellas las ideas más 
emblemáticas de autores como Adam Smith, David Ricardo, Karl Marx y 
John Maynard Keynes, así como también temas de gran interés entre los 
economistas políticos como lo son las teorías políticas de la desigualdad, del 
comercio exterior, de las finanzas públicas y de la tributación, y de las transi-
ciones entre modos de producción, entre otros. Con todo, este capítulo aspi-
ra únicamente a dejar abierto el interés del lector por la Economía Política y 
conocer el lugar que ésta ha alcanzado dentro de las ciencias sociales.

Economía Política: El concepto 

Desde sus comienzos, la Economía Política es concebida como la discipli-
na cuyo objeto de estudio es la administración y gestión de los recursos con el 
fin de que quienes gobiernen dirijan con éxito, sujetos a una estructura insti-
tucional, políticas para el bienestar y el enriquecimiento de la población, una 
concepción muy cercana a la de Adam Smith (1994), así como de autores más 
contemporáneos como John Reitz (2012). Esta demarcación conceptual tiene 
una explicación histórica, ya que no solo es el resultado del cambio concep-
tual que se da en el siglo XVI de las palabras política y economía, particular-
mente con las obras de Nicolás Maquiavelo (2009) y François Quesnay (2018), 
respectivamente, sino también de la cada vez más difusa división existente 
entre ambos significados debido a la mayor expansión del Estado.

En el siglo XVI, la política designa las acciones comandadas por el so-
berano para prevalecer la seguridad estatal. La economía, por su parte, se 
concibe como el conjunto de acciones humanas, cuya interacción conduce, 
sorpresivamente, a leyes sociales que aseguran el bienestar material de la 
población. Así, los conceptos de política como de economía se distancian 
sustancialmente de las palabras griegas de Politeia: la organización de la polis 
que se sostiene gracias a la igualdad de derechos de los ciudadanos, y de 
Oikos: la administración de la familia. Debido a esta nueva distinción, filóso-
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fos liberales establecen así una diferencia radical entre las acciones políticas, 
aquellas que se ejercen en las prácticas del gobierno y del Estado, y las ac-
ciones económicas, ejercidas por la sociedad civil esencialmente a través del 
mercado. 

Con la expansión del Estado moderno (lo que hoy conocemos como Es-
tado-Nación) tal diferenciación se hace, sin embargo, difusa. El Estado se 
convierte en un actor fundamental en la anhelada búsqueda del bienestar 
social, no únicamente como garante de la seguridad y el orden público. El 
Estado, de hecho, penetra de lleno en la esfera económica, primero con la 
expansión de los impuestos y segundo interviniendo en los procesos asocia-
dos al bienestar de la población. El entendimiento de la relación existente 
entre las leyes de la economía, una esfera considerada como social y pre-po-
lítica, y la práctica del gobierno será, en esencia, lo que constituirá el objetivo 
de la economía política. De ahí la importancia de que quienes gobiernen se 
instruya en su conocimiento. Así, Adam Smith (1994) escribe: 

La economía política, considerada como una rama de la ciencia de un hombre 
de Estado o legislador, se propone dos objetivos claramente definidos; el primero, 
suministrar un amplio ingreso o subsistencia para la población o, más propia-
mente, habilitarla para que provea a tal ingreso o subsistencia por su propia 
cuenta; y el segundo, proveer al Estado o nación de una renta suficiente para 
el servicio público. De esta manera, su propósito es enriquecer tanto a la po-
blación como al soberano (énfasis añadido en cursivas).

Como asegura Michel Foucault (2007), con el nacimiento de la econo-
mía política “el problema del gobierno pudo por fin pensarse, meditarse y 
calcularse por fuera del marco jurídico de la soberanía”. Y continúa: “La 
introducción de la economía dentro del ejercicio político será (…) la apuesta 
esencial del gobierno. Y si lo es en el siglo XVI, también lo será aún en el 
siglo XVIII” (Foucault, 2007, 131). 

Es de anotar aquí que las primeras obras de Economía Política, con-
densadas en los trabajos de autores tan relevantes como los ya mencionados 
Quesnay y Smith, y otros como William Petty, Jean Jacques Rousseau, Ri-
chard Cantillon, David Hume y David Ricardo, entre otros, coinciden con 
la expansión del capitalismo dentro de la lucha de los Estados por imponerse 
internacionalmente. El desarrollo del capitalismo como modo de producción 
se presentaba como la mejor opción no solo para alcanzar el tan anhelado 
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bienestar social, sino también como medio de poder dentro de la geopolítica 
mundial. Ese proceso histórico, sus causas y consecuencias, fue un punto de 
encuentro entre las primeras obras de los economistas políticos, así como 
también de sus más férreos críticos. Por esta razón, autores como Karl Marx 
(1990) consideraban que la Economía Política es el estudio de los medios 
de producción y su incidencia en los procesos históricos, y Friedrich Engels 
(1956) como el análisis teorético de las relaciones de producción, distribución 
e intercambio dentro de la sociedad burguesa moderna.

Con la diferenciación disciplinar que se intensifica en el siglo XVIII y 
XIX, y en el que la política no solo se diferencia de la economía sino también 
de la sociología, la Economía Política comienza a pensarse también como el 
campo epistemológico que vincula las técnicas y el saber propio de la econo-
mía en la política, y viceversa. Así, concepciones más contemporáneas consi-
deran a la economía política como el estudio de las interrelaciones existentes 
entre economía y política, y otros, incluso, como la metodología económica 
aplicada al análisis del comportamiento político y de las instituciones (B. R. 
Weingast & Wittman, 2006). 

Los límites de la intervención estatal en la esfera económica: El 
liberalismo más ortodoxo

Existen diferentes perspectivas sobre cuál ha de ser el rol del Estado en 
la esfera económica. Como se afirmó antes, desde el siglo XVI se comien-
za a pensar que la esfera económica se encuentra dentro de las prácticas 
no-políticas de la sociedad civil. Cuando Hobbes y Locke escriben, el Estado 
aún tiene una función muy pequeña que se concentra en la protección de la 
seguridad y la defensa pública, tanto interna como externa. Por otra parte, 
también se considera que la pretensión del Estado de penetrar en los aspectos 
más privados y naturales de la sociedad civil es una aspiración peligrosa, 
pensamiento que es compartido por muchos de los primeros economistas 
europeos de la época. En sí mismo, el mercado es, debido a la interacción 
social que en él emerge, un tipo de inteligencia que proporciona prosperidad 
y bienestar. Si bien el Estado es necesario, debido a que sirve como garante 
de la propiedad privada sobre los medios de producción e incluso como in-
terventor en prácticas monopólicas y oligopólicas, su intervención ha de ser 
claramente limitada. Como dice Sartori,
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Son los economistas –Smith, Ricardo y en general los liberales – los que mues-
tran cómo la vida en sociedad prospera y se desarrolla cuando el Estado no 
interviene; los primeros en mostrar cómo la vida en sociedad se encuentra en 
la división del trabajo su propio principio de organización, y, por lo tanto, en 
mostrar también cuántos sectores de la vida social son extraños al Estado y no 
se regulan ni por las leyes ni por el derecho. Las leyes de la economía no son 
leyes jurídicas, son leyes del mercado. Y el mercado es un automatismo espon-
táneo, un mecanismo que funciona por su cuenta. Son, pues, los economistas 
de los siglos XVIII y XIX los que proporcionaron una imagen tangible, posi-
tiva, de una realidad social capaz de autorregularse de una sociedad que vive 
y se desarrolla según sus propios principios. Y es así como la sociedad toma 
realmente conciencia de sí misma (Sartori, 2013, p. 215- 216).

Este pensamiento, asociado a las filosofías liberales de la Europa del siglo 
XVII y XVIII, y que se extendería rápidamente, se oponía así a la concep-
ción de un Estado poderoso a la manera del Leviatán hobbessiano, plan-
teando la necesidad de uno de naturaleza limitada, garante de la seguridad 
pública, de las condiciones mínimas de la libertad personal y de la conserva-
ción del mercado en competencia perfecta. 

Si bien gran parte de los postulados que abogaban por un Estado pe-
queño se concentraban en demostrar que los Estados poderosos fácilmente 
se degradaban hasta identificarse con regímenes totalitarios y autoritarios, 
los argumentos más expandidos se basaban principalmente en el temor de 
que los gobernantes impusieran sus fines particulares a la sociedad en su 
conjunto. Los fines privados no necesariamente coinciden con el bienestar 
social, producto de su propia interacción, y su imposición puede llegar a ser 
contraproducente. El antecedente más importante de este pensamiento se 
encuentra en Bernard Mandeville y su famosa fábula de las abejas (1724). La 
intención de Mandeville con dicha fábula era demostrar que las acciones de 
individuos no moralmente correctos –por ejemplo, aquellos que mienten y 
engañan– son también necesarias para la prosperidad social. Más aún, que 
cuando un gobernante, uno que incluso es moralmente correcto, impone 
sus deseos en la sociedad, la consecuencia inmediata será la destrucción del 
orden social y, consigo, la ruina de la sociedad misma. 

Un liberalismo más moderado

El pensamiento liberal tiene, no obstante, diferentes corrientes, unas más 
moderadas que otras. De hecho, varios economistas políticos de corriente 
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liberal como John Stuart Mill y el mismo Adam Smith –cuya filosofía la-
mentablemente ha sufrido un sinfín de calumnias – dotaron al Estado de un 
rol mayor, un rol particularmente importante en la preservación de las liber-
tades individuales, tanto negativas como positivas1. Dentro de esta corriente 
de pensamiento, la participación del Estado dependerá, sin embargo, de las 
inclinaciones de los individuos, quienes pueden presionar al gobierno para 
que éste adopte determinadas políticas a favor del bienestar de los menos 
aventajados. De acuerdo con Smith (2019), la simpatía, un sentimiento in-
herente en toda persona y que permite imaginar el dolor y el sufrimiento de 
nuestros congéneres, explicaría no solo el interés de los individuos por los 
asuntos públicos, sino también la continua vigilancia de los mismos frente 
a las acciones del gobierno. Como afirma Skinner (1955), “Smith notó que 
los gobiernos, bajo el modelo inglés, probablemente serían particularmente 
sensibles a la opinión pública, y, con frecuencia, se verían limitados por ella”.

Los contradictores del liberalismo

El liberalismo encontró fuertes adversarios, tanto en su tiempo como en 
las corrientes venideras. Las críticas, sin embargo, encontraron mayor eco 
con el pensamiento keynesiano, incluso más que con el propio marxismo, 
filosofía que también concibe a la esfera económica como una estructura 
superior y preponderante frente a la esfera política, así como al Estado y a la 
democracia como mecanismos favorables de la clase burguesa. El keynesia-
nismo dotó al Estado, a través de la política fiscal y monetaria, de un rol de 
suma importancia en el desarrollo del bienestar, así como en la expansión 
de la producción y de la industria en un contexto capitalista. Junto con el 
keynesianismo, la amenaza del socialismo imperante de la Unión Soviética 
y la devastación de la Europa post-guerra fueron los antecedentes más im-
portantes para comprender lo que en años posteriores se conocería como el 
Estado de Bienestar. Desde entonces, parece cumplirse la cláusula de Adolph 
Wagner –hoy llamada Ley de Wagner–, esto es, de que el gasto público tien-

1	 Mientras la libertad negativa se refiere a que el individuo puede ejercer sus acciones sin 
impedimentos de otros, la libertad positiva implica la capacidad de aplicar las acciones 
que ella o él desee. En este sentido, la libertad positiva está determinada por el poder 
y los recursos de los individuos que les permita alcanzar su libertad. De ahí que se 
considere que una persona difícilmente tendrá capacidad de implementar acciones en 
pro de su libertad si ella o él viven en un contexto de pobreza y marginalidad. 
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de a crecer más que la economía nacional en su conjunto, quizás el indicador 
de expansión estatal más usado en todo el mundo.

El desempeño económico como fuente de legitimidad

Los estudios sobre los efectos del desempeño económico sobre la estabi-
lidad del sistema político se enmarcan dentro de las llamadas teorías de la 
modernización. A pesar de que no existe una conclusión única, estas teorías 
apuntan a que parece existir una relación de U invertida entre desarrollo 
económico y orden político (Acemoglu & Robinson, 2006; Huntington, 1968) 
(véase figura 1). En otras palabras, a medida que las sociedades incrementan 
sus niveles de riqueza y pasan de una estructura feudal o semi-feudal a una 
capitalista, la inestabilidad política prima debido a que el Estado y sus institu-
ciones son incapaces de resolver los problemas y demandas sociales que se ori-
ginan, incrementando consigo la movilización de masas e, incluso, la rebelión 
e insurrección. Las razones que explican lo anterior son múltiples, aunque se 
suele aducir que el desarrollo económico, sobre todo en los primeros períodos 
de modernización, trae consigo incrementos en dos cuestiones importantes: 
la desigualdad de la riqueza (Kuznets, 1955) y la corrupción (Huntington, 
1968), esta última debido a la expansión de la burocracia asociada a los pro-
cesos del desarrollo del Estado. Sin embargo, cuando las sociedades experi-
mentan niveles de riqueza elevados y los beneficios del desarrollo industrial 
son distribuidos a la mayor parte de la población, las demandas sociales dis-
minuyen. Igualmente, para el caso de aquellas que surjan, el Estado tendrá 
la capacidad de satisfacerlas. De ahí que el orden político tienda a ser estable 
en períodos de amplia modernidad económica y social (Huntington, 1968). 

Figura 1
Fuente: elaboración propia

 

Inest.
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Desarrollo económico, democracia y legitimidad

Un crecimiento económico elevado y continuo parece también explicar 
la legitimidad del gobierno e, incluso, del mismo régimen político dominan-
te, si bien no es la única causa que la explicaría (Lipset, 2001). Dentro de los 
estudios que abordan la legitimidad política como consecuencia directa del 
desempeño económico, se suele sostener que el régimen político dominante 
no es capaz de mantenerse en el tiempo si cuenta con desempeños económi-
cos deficientes. Más aún, que el régimen político, en caso de que sobreviva, 
se tornaría ampliamente inestable. Las razones de esta relación entre desem-
peño económico e inestabilidad se sostienen sobre la premisa de que un mal 
desempeño económico implicaría que varios atributos asociados a él como 
la industrialización, la riqueza, el empleo e incluso la educación se ven afec-
tados (Lipset, 2001). No sorprende que James Carville, asesor de la campaña 
presidencial de Bill Clinton de 1992, haya popularizado la famosa frase “es 
la economía, estúpido”. 

El desarrollo económico parece incidir también en otra fuente de legiti-
midad como lo es la democracia, tanto en su transición (Lipset, 2001) como 
en su consolidación (Przeworski, 1991), con lo que juega un doble papel 
como fuente de legitimidad. Las razones son extensas, pero entre ellas se 
menciona que el desarrollo económico incrementa la aparición de nuevos 
grupos sociales con intereses diversos, entre ellos la burguesía (Lipset, 2001; 
Moore, 1966). Ésta, a su vez, se muestra como un actor al que la democra-
cia parece ser conveniente frente a las decisiones autoritarias de contextos 
dictatoriales (Moore, 1966). Una segunda razón, ligada con la anterior, es 
que el desarrollo económico, sobre todo en sus etapas de modernización 
e industrialización, propicia que los trabajadores se politicen con el fin de 
reclamar derechos laborales diversos, lo que a su vez amplía los actores del 
juego democrático. De acuerdo con Lipset (2001, p. 144), si los trabajadores 
obtienen el” derecho a intervenir en todas las decisiones del cuerpo político 
en igualdad con los demás”, entonces la democracia sería estable debido a 
que resolvería “el problema político básico de la revolución industrial: la in-
corporación de los trabajadores al cuerpo político legitimado”. 

Una tercera razón estriba en los efectos sobre el sistema político de que 
los individuos cuenten con los recursos necesarios y suficientes para ejercer 
plenamente su libertad. Cuando la economía crece, las demandas de los in-
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dividuos relacionadas con la satisfacción de bienes básicos se reducen, como 
aquellas concernientes a la comida y al empleo, mientras se incrementan las 
demandas relacionadas con las libertades civiles. El incremento de estas de-
mandas impactaría positivamente en la tolerancia, un factor clave en la esta-
bilidad democrática (Inglehart, 1977; Lipset, 2001). Finalmente, una cuarta 
razón parece estar vinculada con el efecto que el desarrollo económico tiene 
en multiplicar las asociaciones civiles. Al aumentar en número, las asocia-
ciones fortalecerían las relaciones entre los individuos e incrementarían sus 
habilidades de organización (Lipset, 2001; Putnam, 1993); así mismo, las 
asociaciones servirían de vigilantes frente a acciones arbitrarias del gobier-
no, y por tanto serían cruciales en la llamada rendición de cuentas. En pala-
bras de Lipset (2001, p. 128):

(…) estas organizaciones cumplen muchas funciones necesarias para la demo-
cracia: son una fuente de poder equilibrador, impiden que el Estado, o cual-
quier fuente de poder privada importante, domine todos los recursos políticos; 
son una fuente de nuevas opiniones; pueden ser los medios para comunicar 
ideas, especialmente ideas de oposición, a un gran sector de la ciudadanía; 
sirven para instmir en las técnicas de la política; y ayudan a aumentar el 
interés y participación en la política. 

La influencia de la Ciencia Económica en la Ciencia Política

El uso de los métodos propios de la economía y su utilidad en el enten-
dimiento de los fenómenos políticos es otro de los temas cruciales abordados 
por la Economía Política actual. De hecho, como bien dice Swedgerb (2006), 
“incluso se puede definir el campo de la economía política como la lógica 
de la economía aplicada a los fenómenos políticos”. La mayor influencia de 
la Economía en la Ciencia Política se da con el interés avasallante que tuvo 
la teoría de la elección racional en el estudio y análisis del comportamiento 
político. Básicamente, esta teoría sostiene que los individuos son, por natu-
raleza, racionales, y ello quiere decir que escogen las mejores estrategias para 
cumplir sus objetivos teniendo en cuenta sus restricciones. Tales estrategias 
se evalúan, así mismo, en términos utilitarios, ya que el individuo seguirá 
no solo aquellas estrategias que estén a su disposición dada sus restricciones, 
sino que hará uso de aquellas que considere menos costosas. En este sentido, 
los individuos calculan los beneficios y costos que tienen sus acciones sobre 
eventos posibles futuros. Otros supuestos subyacen dentro de este análisis. 
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Primero, que los individuos tienen preferencias que son capaces de ordenar 
de mayor a menor de acuerdo con las utilidades que cada una de ellas les 
proporcionan. Segundo, que si el individuo prefiere la opción A a la B, y la B 
a la C, el individuo también preferirá la opción A a la C, principio conocido 
como de transitividad. 

En el campo político, la teoría de la elección racional es de gran utilidad 
cuando se evalúan decisiones viables en sociedad. De acuerdo con ella, las 
decisiones más convenientes, socialmente hablando, son todas aquellas que 
maximizan el beneficio del conjunto social, es decir, la suma de todas las 
utilidades individuales, un principio que toma muy de cerca del utilitarismo 
clásico y que, en su máxima expresión, se refleja en la cláusula de Pareto: 
aquella situación en la que necesariamente si un individuo mejora, otro ha de empeorar, 
el indicador más usado de utilidad social y eficiencia2. En las últimas déca-
das, sin embargo, diferentes teóricos han puesto de relieve que la interacción 
social no conduce siempre a situaciones óptimas, y esto es así porque el in-
dividuo constantemente se expone a dilemas cuando actúa colectivamente. 
Estos dilemas exponen, con precisión, que muy a menudo las acciones de 
individuos racionales resultan ser perjudiciales para ellos mismos. Igual-
mente, que la no-optimalidad se acrecienta en el sistema político en cuanto 
las decisiones del Gobierno afectan e intervienen millares de individuos. La 
política, de hecho, se concibe, dentro de estas teorías, como un escenario 
que agudiza una serie de dilemas de acción colectiva (Hall & Taylor, 1996). 
Entre los dilemas más estudiados se encuentran: 

1. 	 El dilema del prisionero, formulado por Melvin Dresher (1961): dos 
individuos son sospechosos de cometer un delito que se castiga seve-
ramente: con 10 años de condena, por ejemplo. Si ambos permane-
cen en silencio, serán también castigados, aunque con una sentencia 
muy leve: supóngase un año cada uno. Sin embargo, si los individuos 
delatan al culpable, serán indultados. Maximizando sus beneficios 
futuros, ambos individuos preferirán delatarse mutuamente, por lo 

2	 El óptimo paretiano es un criterio de maximización social siguiendo el utilitarismo 
clásico, el cual no tiene en cuenta criterios de distribución. El utilitarismo clásico 
–aquel defendido por Jeremy Bentham, Henry SIdgwick, Francis Edgeworth y 
Vilfredo Pareto– difiere, no obstante, del utilitarismo promedio, que no busca la 
maximización de la utilidad absoluta, sino de la utilidad promedio de los individuos 
(Martínez, 2015).
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que cada uno recibirá una condena de 10 años. Si bien la solución 
óptima hubiese sido el silencio, esto no fue posible ya que ninguno de 
ellos tenía la plena certeza de las acciones que su contrincante lleva-
ría a cabo. La situación en la que terminan ambos individuos es, en 
términos utilitarios, nefasta.

2. 	 La tragedia de los comunes, formulado por Garret Hardin (1968): 
dos pastores dan de comer a sus rebaños en un territorio común a 
ellos. Si no restringen el consumo del pasto, las praderas dejarán 
pronto de ser útiles. Si limitan su uso, la pradera será sostenible y 
los dos ganarán. El egoísmo de cada uno de los pastores y su poca 
confianza interpersonal, no obstante, llevarán a la destrucción de la 
pradera. Por tanto, en el futuro, ambos perderán. 

3. 	 Las externalidades negativas del bien público, formulado por Paul 
Samuelson (1954): los bienes públicos son bienes no excluyentes y no 
rivales. Mientras la no rivalidad significa que los individuos pueden 
consumir el bien sin que ello implique que otros se vean impedidos 
de su consumo, la no exclusión hace referencia a que todos tienen el 
derecho de su consumo. Los bienes públicos acrecientan los llama-
dos free-riders (traducido al español como “gorriones”, o incluso como 
“conchudos”, palabra común en el argot colombiano), personas que 
no se esfuerzan en contribuir por el bien público, aunque disfrutan 
ampliamente del beneficio de su consumo. 

4. 	 La lógica de la acción colectiva, formulada por Mancur Olson (1965): 
los individuos solo actuarán colectivamente si el beneficio neto que ob-
tienen de dicha participación es mayor al beneficio neto que obtendría 
si actuaran individualmente. Tal racionalidad crea incentivos para 
que las personas se desvíen de la acción colectiva si se aplican benefi-
cios particulares a individuos objetivo, como por ejemplo sobornos. 

La teoría de la elección racional ha tenido un profundo impacto en la 
Ciencia Política en dos de sus áreas: i) en el institucionalismo de elección 
racional, una de las corrientes dominantes dentro del neo-institucionalismo, 
y ii) en el campo electoral. En la primera se asume que las instituciones opti-
mizan el comportamiento de los individuos. Esto, por dos razones. Primero, 
porque les proporciona mayor certidumbre frente a sus acciones, reduciendo 
con ello los costos de información. De hecho, dentro de este institucionalis-
mo, las instituciones son consideradas como reglas de juego que posibilitan el 
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entendimiento tanto de lo permitido como de lo prohibido. Segundo, porque 
les permite comprender en el tiempo qué instituciones son favorables. En este 
sentido, la causa de la estabilidad y permanencia de las instituciones radica 
en el beneficio que ellas le otorgan a la sociedad, beneficio que los individuos 
comparan, en el tiempo, frente al que se obtiene de instituciones rivales (Hall 
& Taylor, 1996).

En cuanto al campo electoral, la teoría de elección racional tuvo fuerte 
influencia a partir de la obras de dos autores emblemáticos: Kenneth Arrow 
(1950), premio nobel de economía, y Anthony Downs (1957). Mientras que 
con el primero se popularizó la famosa demostración del teorema de la im-
posibilidad, una extensión de los postulados de la paradoja de Condorcet, el 
segundo profundizó en la manera en que los votantes maximizan sus pre-
ferencias dentro de contiendas electorales con dos o más partidos políticos. 
Detengámonos un poco más en ellos.

Paradoja de Condorcet y Teorema de la Imposibilidad de Arrow

En la actualidad, existen múltiples sistemas electorales basados en crite-
rios mayoritarios, cada uno ellos buscando la manera más justa de traducir 
los votos en una representación política que refleje las preferencias de los vo-
tantes3. Dicha multiplicidad de sistemas electorales mayoritarios –escrutinio 
mayoritario uninominal, sistemas por segunda vuelta, Borda Count (Recuento 
de Borda), entre otros– es una clara señal de la dificultad que exige traducir 
las preferencias particulares en preferencias colectivas, así como el encontrar 
una fórmula que refleje una justa representación a partir de las preferencias 
de las mayorías. Esta dificultad tiene una historia de antaño y se remonta 
a las observaciones del marqués de Condorcet, filósofo social francés del 
siglo XVIII cuya obra Ensayo sobre la aplicación del análisis a la probabilidad de 
las decisiones sometidas a la pluralidad de voces (2012) había puesto la duda sobre 
si existía un sistema tal que pudiera reflejar las preferencias individuales en 
preferencias colectivas. Su respuesta, sin embargo, dejó claro que esto úni-
camente era posible si los votantes se enfrentan a solo dos opciones: A y B. 

3	 Existen tanto sistemas electorales mayoritarios como también de representación 
proporcional (PR). En este apartado, se tienen en cuenta únicamente los mayoritarios 
en cuanto su objetivo es traducir los votos en escaños bajo criterios basados en las 
preferencias mayoritarias de los votantes. 
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De acuerdo con Condorcet, si los votantes se enfrentan a dos opciones: A 
y B: ir al cine o ir al teatro, por ejemplo, es fácil agrupar las preferencias co-
lectivas porque únicamente tendríamos que saber quiénes prefieren ir al cine 
y quiénes ir al teatro, y, acto seguido, sumar los votos y cotejar. Con todo, si 
tenemos tres opciones, o más, el problema es mucho más complicado y difícil 
de resolver. Pensemos el siguiente ejemplo: se quiere decidir sobre qué hacer en 
las próximas horas y se tienen las siguientes tres opciones: A (ir a cine), B (ir al 
teatro) y C (ver Netflix), y se hace una votación para identificar la preferencia 
del grupo. Para ello, se evalúan las preferencias de cada individuo de mayor a 
menor. Para simplificar, imaginemos que el grupo solo está compuesto por tres 
personas: individuos 1, 2 y 3, cada uno con las siguientes preferencias:

Individuo Primera 
preferencia

Segunda 
preferencia

Tercera 
preferencia

1 A B C

2 B C A

3 C A B

En este caso, no tenemos ningún ganador y se llega a un círculo difícil 
de resolver. Como se puede observar, la opción A gana a B dos veces (en los 
individuos 1 y 3); B dos veces también a C (individuos 1 y 2); y finalmente 
C también dos veces a A (individuos 2 y 3). Las reglas de mayoría generan, 
por tanto, tres resultados incoherentes. De acuerdo con Condorcet, para que 
se decida que una de las opciones dadas es la preferencia más deseable del 
grupo, dicha opción debería en cualquier caso ganar frente a cualquier otra 
opción, y esto es imposible, o casi imposible, cuando se tienen muchas opcio-
nes y muchos individuos. Múltiples estudios se han llevado a cabo para probar 
esta afirmación, hoy conocida como el criterio de Condorcet, pero ninguno 
de ellos ha concluido que, en efecto, sea posible satisfacerla, a pesar de que sí 
existen algunos sistemas que la cumplen parcialmente como el Borda Count y el 
Método Kemedy, ambos sistemas electorales en los que se obliga a los votantes 
ordenar de menor a mayor sus preferencias (Merril, 1984; Young, 1988). 

Kenneth Arrow, premio nobel de economía y el padre de la teoría de la 
elección social, extendió el problema de Condorcet y demostró que el pro-
blema era incluso más complicado de lo que parece. En su A Difficulty in the 
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Concept of Social Welfare (1950), Arrow demostró con brillantez matemática 
que no existía ningún sistema de votación que pudiera agregar las prefe-
rencias de los individuos en una preferencia global. Para ello, Arrow agregó 
algunas suposiciones: 

i) 	 Principio de transitividad (explicado ya más arriba): si el individuo 
prefiere la opción A a la B y la opción B es preferible a la C, el indi-
viduo también ha de preferir la opción B a la C. 

ii) 	 Principio de unanimidad: si todos los individuos prefieren a A a B, 
entonces el grupo, en su conjunto, preferirá A a B. La elección social, 
por tanto, debe ser sensible a quienes la integran. 

iii) 	 Independencia de Alternativas Irrelevantes: si el individuo A prefiere 
a B, A será siempre preferido frente a B incluso si aparecen o desapa-
recen otras opciones como C o D. 

iv) 	 No dictadura: la función de bienestar social debe reflejar el deseo de 
los votantes. No se limita a las preferencias de un solo votante o de 
unos pocos.

Arrow concluye que ningún sistema social satisface estas condiciones. 
Más aún, que únicamente podrían ser satisfechas por un sistema que se 
base en las preferencias de un solo individuo, tal y como ocurrirías en las 
dictaduras personalistas-absolutistas. Particularmente, el supuesto de In-
dependencia de Alternativas Irrelevantes es de crucial importancia ya que, 
se observa, la introducción de una o más opciones puede tergiversar las 
decisiones de los votantes, volviendo ampliamente manipulable cualquier 
criterio de decisión. 

Es de anotar aquí que, si bien el teorema ha sido un argumento común 
usado para validar las decisiones autoritarias de muchos gobernantes, Arrow 
siempre creyó que el mejor sistema de gobierno era la democracia, siendo fiel 
amigo y colega de filósofos sociales que la propugnaban como John Rawls y 
Amartya Sen, con quienes compartió diferentes cátedras en Harvard (Mar-
tínez, 2015). Hoy en día, de hecho, la teoría de la elección social, impulsada 
por Arrow, está desarrollando criterios de decisión por mayorías en sistemas 
democráticos que reflejen con mayor justicia las preferencias de los votantes; 
por ejemplo, haciendo uso de la ventaja que tienen aquellas elecciones úni-
camente con dos opciones: A y B, así como con una cantidad limitada de 
votantes, los más representativos. 
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La teoría económica de la democracia

Las teorías económicas sobre la democracia tienen como punto de par-
tida el célebre trabajo de Joseph Schumpeter, economista de la Escuela Aus-
triaca, quien define a la democracia como un acuerdo institucional en el 
que los individuos adquieren poder de representación a partir de una lucha 
competitiva por el voto (Schumpeter, 1961). Aquí, cuando se habla de una 
lucha competitiva, algunas suposiciones se tienen al respecto. Primero, quie-
nes compiten por los votos han de ser al menos dos actores (dos partidos 
políticos), ninguno de los cuales puede tener un poder monopólico sobre los 
votos (en el mercado, ningún empresario tiene el poder de modificar los pre-
cios de los bienes a su antojo, característica definitoria de los mercados en 
competencia perfecta). Así mismo, en esta lucha por el voto, el partido polí-
tico responde de acuerdo con las preferencias de los votantes; al igual que en 
el mercado, en el que los empresarios actúan teniendo en cuenta los gustos 
de los consumidores). En caso contrario, el partido, tal y como en el mercado 
en competencia perfecta, se expondría a un castigo por parte de los votantes, 
e incluso a su fracaso y derrota. 

Dentro de este contexto, surge la obra Una Teoría Económica de la Demo-
cracia (1957) de Anthony Downs. En ella, el autor elabora un modelo que 
supone que tanto los votantes como los mismos partidos políticos son actores 
racionales, tal y como los definimos anteriormente: calculan sus objetivos y 
utilizan las estrategias menos costosas para llegar a ellos. Así, mientras los 
votantes demandan políticas acordes a sus preferencias y luchan para alcan-
zarlas, los partidos políticos ofrecerán programas que puedan atraer a un gran 
número de votantes. También supone que, una vez allí, los partidos querrán 
mantenerse y buscarán ser reelegidos en el futuro. Siguiendo esta lógica, los 
partidos buscarán implementar, de la mejor manera, las políticas prome-
tidas con la mayor eficiencia posible. Aquí ha de tenerse en cuenta que los 
miembros de los partidos ofrecerán estos programas únicamente siguiendo 
su deseo egoísta de que el mantenimiento de sus cargos les provea “de la 
renta, el prestigio y el poder que supone la dirección del aparato guberna-
mental” (Downs, 2001, p. 97). 

Downs, para explicar el comportamiento de los actores en una com-
petencia política, supone además dos cosas más. En primer lugar, que los 
individuos tienen preferencias que pueden ser ubicadas entre la izquierda 
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política [0 y 5) y la derecha (5, 10], ambas operacionalizadas de acuerdo 
con las preferencias redistributivas de los votantes. Así mismo, supone que la 
distribución de los votantes sigue una distribución normal, esto es, que solo 
unos pocos, muy pocos, son de izquierda radical; igualmente, que solo unos 
pocos, muy pocos, son de derecha radical. La mayoría de los votantes, sin 
embargo, se encuentra en una posición intermedia, de ahí que Downs los 
denomine como “el votante medio” (the median voter).

Las conclusiones que aporta Downs dependerán, con todo, del tipo de 
sistema de partidos con que se cuente. Por ejemplo, para un sistema bipar-
tidista, esto es, aquel que se tienen dos partidos perfectamente identificables 
que controlan la arena política, tipo USA, es posible que ocurran dos esce-
narios: uno en el que los partidos se terminen pareciendo cada vez más en 
términos ideológicos debido a la pugna de ambos por obtener el voto del vo-
tante medio, tal y como lo sugeriría la figura 2 (esta conclusión, ya había sido 
sugerida por Harold Hotelling (1929)). Sin embargo, también puede pasar, 
sobre todo en contiendas polarizadas, que ambos partidos se mantengan 
en una posición alejada del centro, fragmentando en dos el votante medio 
(véase la figura 3). En ambos casos, los partidos tenderán a abarcar cada uno 
la mitad del caudal electoral, aproximadamente. Estas conclusiones fueron 
retomadas por Sartori (1976), quien agrega a la propuesta de Downs los con-
ceptos de fuerza centrípeta: cuando ambos partidos tienden a flexibilizar sus 
propuestas hasta volverlas parecidas entre sí, y la fuerza centrífuga, cuando 
ambos partidos se distancian uno de los otro hasta el punto de evidenciarse 
perfectamente una polarización política. 

Figura 2
Fuente: Imagen tomada de Downs (2001, 103)
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Figura 3
Fuente: Imagen tomada de Downs (2001, 103)

En un sistema multipartidista, Downs aclara que los partidos se identi-
ficarían mejor, a lo largo del tiempo, con una ideología clara. Así mismo, 
los partidos harían todo lo posible para que ningún partido se acerque a 
su posición ideológica en cuanto ello les obligaría a competir por votos que 
antes tenían seguros (véase la figura 4). Ello pondría al gobierno en una 
posición difícil porque se vería expuesto a generar coaliciones cuando qui-
siera llevar a cabo algún proyecto político. En estos sistemas, Downs afir-
ma que el gobierno tenderá a flexibilizar más su ideología hasta el punto 
“que sus políticas sean menos definidas y menos integradas que las del 
gobierno en un sistema bipartidista” (2001, 104). En palabras de Downs 
(2001, p. 104):

En un sistema multipartidista existen muchos grupos repartidos a lo largo de 
la escala. Por lo tanto, para agradar a la mayoría de los votantes, el gobierno 
debe ser una coalición de partidos y debe incluir en su conjunto de políticas 
algunas apoyadas por cada partido de la coalición. De esta forma el gobierno 
«remunera» a los votantes de cada grupo por su apoyo. Pero, a la vez, resulta 
que, al abarcar su programa políticas que reflejan una amplia variedad de 
puntos de vista ideológicos, no existe ninguna cohesión o integración posible 
entre ellas. A este resultado se llega necesariamente cuando la distribución de 
votantes a lo largo de la escala está tan repartida que solamente una banda 
muy amplia puede reunir una mayoría
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Figura 4
Fuente: Imagen tomada de Downs (2001, 103)

Conclusiones

Como se dijo antes, este capítulo solo busca ser un abrebocas a las prin-
cipales temáticas abordadas por la Economía Política. Para ello, el capítulo 
abordó tres temáticas principales: i) el rol del Estado en la esfera económi-
ca, ii) los efectos del desarrollo económico sobre el sistema político, y iii) el 
uso de las teorías de la elección racional en el campo electoral. Estos temas 
fueron seleccionados debido a que cada uno se adapta fácilmente a alguna 
definición convencional de lo que es la Economía Política, a saber, como i) 
el conocimiento del hombre de Estado en beneficio del bienestar social; ii) 
el análisis sobre las relaciones que existen entre economía y política; y iii) la 
metodología económica aplicada al conocimiento político. 

En cuanto al rol del Estado, el artículo abordó las teorías liberales que 
proponen la no intervención del Estado en la esfera económica, así como teo-
rías también liberales, pero moderadas, en las que se propone que el Estado 
juegue un papel fundamental en las libertades positivas de los individuos, y 
por ello la imperiosa necesidad de que el Estado fomente políticas educativas 
y de salud que permitan la expansión de dichas libertades. En cuanto al se-
gundo punto, los efectos del desarrollo económico sobre el sistema político, 
se trató aquí, sobre todo, las teorías de la modernización en las que se suele 
confirmar la relación existente entre desarrollo económico y disidencia po-
lítica siguiendo una U invertida. También, la importancia del desempeño 
económico sobre la legitimidad, un punto importante para la comprensión 
del conflicto político. Finalmente, se analizó la importancia de la teoría de 
la elección racional en la Ciencia Política, tomando como ejemplo la utili-
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dad de los dilemas de acción colectiva, del Teorema de la Imposibilidad de 
Arrow y de la Teoría Económica de la Democracia de Arrow en el entendi-
miento de la realidad política. 

Palabras clave 

Economía Política, rol del Estado en la esfera económica, teorías de la 
modernización y el conflicto, elección racional, dilemas de acción colectiva, 
Teorema de la Imposibilidad de Arrow, la teoría económica de la democracia.

Preguntas

1. 	 ¿Qué es la Economía Política?

2. 	 De acuerdo con el liberalismo, ¿cuál ha de ser el rol del Estado en la 
esfera económica? ¿Por qué hablamos de un liberalismo moderado?

3. 	 De acuerdo con las teorías de la modernización, explique la relación 
existente entre desarrollo económico, disidencia política y legitimidad. 

4. 	 ¿En qué consiste la Teoría de la Elección Racional? ¿Cuál es su 
importancia en la Ciencia Política?

5. 	 Explique al menos un dilema de acción colectiva y aplíquelo a algún 
caso de la vida política. 

6. 	 De acuerdo con el Teorema de la Imposibilidad de Arrow, ¿se justi-
ficaría el autoritarismo? Explique.

7. 	 De acuerdo con la Teoría Económica de la Democracia de Downs, 
¿se podría afirmar que un sistema bipartidista genera necesariamen-
te políticas cohesionadas? Explique.

Estudio de Caso: el Protocolo de Kioto

Ante la certeza de cambios drásticos de temperatura, en promedio un 
aumento de 0.6 °C en los últimos 120 años, se firmó en 1997 el Protocolo 
de Kioto, inscrito dentro de la Convención Marco de la Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático. El protocolo serviría como medida para luchar 
contra el cambio climático al exigirle a 37 países industrializados, más la 
Unión Europea como organismo adicional, la reducción del 5% de la emi-
sión de gases de efecto invernadero (con año base en 1990) entre 1997 y 2012, 
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incluyendo el dióxido de carbono (Co2) y el hexafluoruro de azufre (Sf6). La 
reducción exigida establecía cuotas diferenciadas de acuerdo con la emisión 
de cada país. También se les exigía crear proyectos sostenibles de medio 
ambiente en países afectados y en vías de desarrollo. Finalmente, se daba 
vía libre a la adopción del protocolo y al compromiso de cuotas voluntarias 
por parte de países no vinculantes. A pesar de que el protocolo fue firmado 
por la totalidad de estos países, se establecía que aquel no entraría en vigor 
sino hasta que el número de países firmantes llegara a 55 y que las emisiones 
de los países ratificantes superaran, en su conjunto, el 55% de las emisiones 
totales de los 37 países incluidos como responsables.

El protocolo generó rencillas e incomodidades entre algunos países como 
Australia, Canadá y Estados Unidos en cuanto varios Estados miembro de 
la ONU, extremadamente contaminantes, no se incluían en la lista de países 
responsables, incluido China e India por haber sido considerados países en 
desarrollo. En el cuadro 1 se observan los países con mayor emisión de dió-
xido de carbono para el año 2018 y, de éstos, cuáles fueron incluidos y cuáles 
no en la lista inicial de países responsables. 

Tabla 1

Lugar en 
el mundo País Emisiones en 

megatoneladas
Incluido como 

responsable en la firma 
del protocolo en 1997

Mundo 36573

1 China 10065 No

2 Estados Unidos 5416 Sí

3 India 2654 No

4 Rusia 1711 Sí

5 Japón 1162 Sí

6 Alemania 759 Sí

7 Irán 720 No

8 Corea del Sur 659 No

9 Sarbia Saudita 621 No

10 Indonesia 615 No
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Lugar en 
el mundo País Emisiones en 

megatoneladas
Incluido como 

responsable en la firma 
del protocolo en 1997

11 Canadá 568 Sí

12 México 477 No

13 Sudáfrica 468 No

14 Brasil 457 No

15 Turquía 428 Sí

16 Australia 420 Sí

17 Reino Unido 379 Sí

18 Polonia 344 Sí

19 Francia 338 Sí

20 Italia 338 Sí

Fuente: Global Carbon Atlas (2020)

El protocolo finalmente se ratificó el 16 de febrero de 2005 con la in-
clusión de varios países que voluntariamente se adhirieron a él, entre ellos 
Colombia, suscrita en el año 2000 por medio de la Ley 629. Sin embargo, 
Estados Unidos, bajo la presidencia de George Bush, no lo ratificó, ni tam-
poco Australia, país que solo lo haría con la enmienda de Doha en el año 
2012. Para el año 2011, Canadá tomaría la decisión de retirarse dentro de 
los países ratificantes. China e India, finalmente, se adhirieron en el 2002, 
aunque solo establecerían cuotas voluntarias hasta el 2015 y 2017, respecti-
vamente, a partir del Acuerdo de París suscrito en 2015, complementario al 
protocolo de Kioto. Mientras China se comprometió a reducir las emisiones 
de Co2 por unidad de PIB entre un 60 y 65%, el segundo hizo lo suyo con 
un compromiso de reducción de entre 20 y 25% por unidad de PIB, ambos 
países sobre el año base 2005(Maréchal, 2018). Estados Unidos, lamentable-
mente, ha continuado con la decisión de no ratificar el protocolo. 

Preguntas

1. 	 ¿Se podría afirmar que el Protocolo de Kioto es una medida para evi-
tar free riders en un contexto de daño ambiental persistente? Explique 
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su respuesta teniendo en cuenta la teoría de los bienes públicos de 
Samuelson.

2. 	 ¿Puede usted evidenciar, dentro de la historia del Protocolo de Kioto, 
alguna situación parecida a la sugerida por el dilema del prisionero? 
Explique

3. 	 De acuerdo con lo planteado sobre la Tragedia de los Comunes, ¿qué 
esperaría usted si Estados Unidos, el segundo país más contaminante 
del mundo después de China, no ratifica el protocolo? ¿Qué podría 
pasar en el futuro con los demás países contaminantes?

4. 	 Investigue las razones que llevaron a que Estados Unidos no ratifi-
cara el protocolo de Kioto. De la misma forma, investigue por qué 
China e India tardaron tanto para establecer cuotas voluntariamen-
te de reducción y por qué Canadá prefirió retirarse del protocolo 
en 2011. Aplique la Lógica de la Acción Colectiva de Olson en su 
análisis. 
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